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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de junio de 2012 dos mil doce. . . . . . . .
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 170/2011-JN, promovido por el ciudadano Jorge Marcelino Trejo Ortiz, quien se ostenta como apoderado de la sociedad mercantil denominada “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, institución de Banca Múltiple; y . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que, el actor manifiesta que su representada es sabedora de los actos impugnados; esto es, el 15 quince de marzo del 2011 dos mil once, respecto de la notificación del resultado del avalúo y del propio avalúo; y, el día 25 veinticinco de ese mismo mes y año, en cuanto al requerimiento de pago del impuesto predial; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Expediente número 170/2011-JN

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el avalúo fiscal, con número 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, practicado el 8 ocho de diciembre del año 2010 dos mil diez; la notificación folio 0730312 cero-siete-tres-cero-tres-uno-dos- del resultado del avalúo, datada el día 11 once del mismo mes y año; y, el requerimiento de pago del impuesto predial, número PR-2011-00201896 (PR guión dos-cero-uno-uno guión cero-cero-dos-cero-uno-ocho-nueve-seis), de fecha 18 dieciocho de marzo del 2011 dos mil once; se encuentra acreditada en autos con las copias al carbón tanto de la notificación del resultado del avalúo como del requerimiento de pago; y, con el original del avalúo, que obra en el secreto de este Juzgado (visibles en copia certificada, a fojas 12 doce, 14 catorce y 16 dieciséis); documentales que ofrecidas por la parte actora, le fueron admitidas como pruebas de su intención y a las que se les concede pleno valor probatorio, de conformidad con lo establecido en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimientos y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al tratarse de documentos públicos por ser expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano Jorge Marcelino Trejo Ortiz, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El ciudadano Jorge Marcelino Trejo Ortíz, actúa con el carácter de Apoderado General para pleitos y cobranzas de “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple; lo que se encuentra debidamente acreditado, mediante el Primer Testimonio de la Escritura Pública número 11,456 Once mil cuatrocientos cincuenta y seis, de fecha 10 diez de noviembre del 2008 dos mil ocho, tirada ante la fe del Licenciado Manuel Rubio Isusi, titular de la Notaría Pública número 64 sesenta y cuatro del Partido Judicial de León, Guanajuato y en la cual se hizo constar que dicha Institución Bancaria, representada por sus delegados Fiduciarios, ciudadanos Licenciados José Noel Arévalo Méndez y Concepción Torres Muhech, en su carácter de fiduciario dentro del fideicomiso identificado administrativamente con el número 5634-09-01 cinco mil seiscientos treinta y cuatro, guión cero-nueve, guión cero-uno, otorga entre otros a favor de Jorge Marcelino Trejo Ortíz, poder general para pleitos y cobranzas, con todas las facultades generales o especiales que requieran poder o cláusula especial conforme a la Ley, sin limitación alguna, según se aprecia en la cláusula Primera de la escritura antes mencionada. . . . . . . 

Primer testimonio que en copia certificada por el propio Notario Público número 64 sesenta y cuatro, hace fe de la existencia del original (misma que es perceptible en autos, a fojas 6 seis a la 11 once), es un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Jorge Marcelino Trejo Ortíz comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Tanto del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que la representada del actor, la sociedad mercantil denominada “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, es propietaria de un inmueble ubicado sobre el Boulevard Adolfo López Mateos Oriente número 2714 dos mil setecientos catorce Oriente de esta ciudad; con cuenta predial número 02 I 021334 001. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que para efectos del pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal 2010 dos mil diez, el inmueble antes mencionado, tuvo un valor de $7’334,570.00 (Siete millones trescientos treinta y cuatro mil quinientos setenta pesos 00/100 Moneda Nacional), según lo acredita con la copia certificada, por el Licenciado Manuel Rubio Isusi, titular de la Notaría Pública número 64 sesenta y cuatro del Partido Judicial de León, Guanajuato, del recibo oficial RA 8462207 RA espacio ocho-cuatro-seis-dos-dos-cero-siete, datado el 3 tres de febrero de 2010 dos mil diez (visible en autos a foja 18 dieciocho). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, el día 15 quince de marzo del 2011 dos mil once, le fue notificado a su poderdante, el resultado del avalúo practicado el día 8 ocho de diciembre de 2010 dos mil diez, al inmueble de su propiedad, al que se le asignó un valor fiscal de $35’385,963.85 (Treinta y cinco millones trescientos ochenta y cinco mil novecientos sesenta y tres pesos 85/100 Moneda Nacional); y, la determinación del impuesto predial a pagar en el ejercicio fiscal 2011 dos mil once, acompañando al efecto el avalúo practicado (localizables ambos documentos, en copia certificada, a fojas 12 doce y catorce). . . . . . . . . . . . . . . . . .

Posteriormente, con fecha 25 veinticinco de marzo de 2011 dos mil once, se le notificó el requerimiento de pago del impuesto predial PR-2011-00201896 PR guión dos mil once guión doscientos un mil ochocientos noventa y seis, de fecha 18 del mismo mes y año, en donde ya se indica como el valor del inmueble el de $35’385,963.85 (Treinta y cinco millones trescientos ochenta y cinco mil novecientos sesenta y tres pesos 85/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Actos administrativos que el impetrante del proceso considera ilegales, al no haberse anexado las constancias que acrediten que se haya ordenado por escrito la práctica del avalúo, así como la constancia en la que se designó al perito y el acta circunstanciada de la diligencia de valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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           A lo antepuesto, la Tesorería Municipal, a través de su Titular, expuso que si se emitió orden de valuación; que si se designó a los peritos para practicarlo; y, que si se levantó acta circunstanciada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados, consistentes en el avalúo fiscal, con número 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, practicado el 8 ocho de diciembre del año 2010 dos mil diez; la notificación folio 0730312 cero-siete-tres-cero-tres-uno-dos; del resultado del avalúo, datada el día 11 once del mismo mes y año; y el requerimiento de pago del impuesto predial, número PR-2011-00201896 (PR guión dos-cero-uno-uno guión cero-cero-dos-cero-uno-ocho-nueve-seis), de fecha 18 dieciocho de marzo del 2011 dos mil once y el reconocimiento del derecho para que la base del impuesto predial para el ejercicio fiscal 2011 dos mil once, lo sea el valor anterior al determinado por el avalúo impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, hace valer que en cuanto a tal dependencia, no existe el acto que se le impugna, pues no fue emitida por la misma; tal y como consta en los propios documentos, al no constar firma alguna de la señalada autoridad; lo que deriva en la causa de improcedencia contenida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 

La fracción antes referida, establece como causal de improcedencia que el acto que se impugna sea inexistente, lo que debe derivarse claramente, de las constancias de autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, para este Juzgador la causal de improcedencia invocada sí se actualiza; pues al examinar la demanda, y en especial, los documentos que constituyen los actos impugnados, se aprecia que fueron emitidos únicamente por el Tesorero Municipal, un notificador y la Directora General de Ingresos; sin que se advierta intervención alguna en su emisión, de parte de la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, de ahí que se considere inexistente el acto impugnado a dicha dependencia municipal. . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al surtir efectos la hipótesis de improcedencia relativa a la inexistencia del acto, procede sobreseer el presente proceso, únicamente en cuanto a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro; ello con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte la Directora General de Ingresos expresa que se actualiza también la causal establecida en la fracción VII del artículo 261 del Código de la materia en comento; en relación con lo señalado en la fracción VII del artículo 265 del mismo Código, que la demanda expresará los conceptos de impugnación del acto combatido; ya que refiere que no se señalan agravios en contra del requerimiento de pago que le impugna a tal autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador no se configura la causal de improcedencia en comento, pues de la lectura del escrito de demanda, se advierte que, a juicio de quien resuelve, el actor sí expresó conceptos de impugnación tendientes a destacar la afectación que su representada sufrió por los actos que impugna; aunado al hecho de que los conceptos de impugnación se deben de analizar al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Continuando con el examen de las causales de improcedencia y sobreseimiento, este Juzgador justiprecia que de la lectura de la contestación de la demanda, no emana alguna otra que hagan valer las demandadas y, de oficio, no se advierte la actualización de ninguna que impida el analizar y resolver el fondo de la litis planteada en la presente causa administrativa; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso respecto de los actos administrativos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, avocándose este Juzgador al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que enumera como Primero, sin necesidad de transcribirlo así como tampoco los demás, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Así las cosas, en el Primer concepto de impugnación, expuso la parte actora: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“1.- La notificación del RESULTADO DEL AVALUO... y el NUEVO AVALUO... no reúne los requisitos de ley al no contener anexadas las constancias que acrediten que la TESORERIA MUNICIPAL... haya ordenado POR ESCRITO la práctica del nuevo avalúo fiscal, en el bien inmueble propiedad de mi representada, tampoco contiene anexada la CONSTANCIA DONDE SE DESIGNE AL PERITO que realizó el nuevo avalúo fiscal...” Señalando otras omisiones a lo que establece la Ley de Hacienda Para los Municipios del Estado de Guanajuato, para la realización de los avalúos fiscales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el Tesorero Municipal, como argumento para demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, expuso que: . . . . . . . . . . . . . .

“Ahora bien en relación a la orden de avalúo, la misma fue emitida por el Tesorero Municipal, misma que se anexa desde este momento en original, donde además se designa peritos para la práctica del mismo…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizados que son los actos impugnados, este Juzgador considera que es fundado el concepto de impugnación que se examina, en cuanto a la designación de los peritos facultados para elaborar el avalúo; ya que en efecto, la notificación del resultado del avalúo, y el procedimiento de valuación llevado a cabo, incluyendo la realización del avalúo de fecha 8 ocho de diciembre del año 2010 dos mil diez, son ilegales; porque no se cumplió con el requisito formal de que el perito o los peritos designados en la orden de avalúo, sean quienes hayan realizado el avalúo al inmueble, lo que acarrea un vicio en dicho procedimiento, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las constancias aportadas en la presente causa administrativa, se advierte que si bien es cierto que, juntamente con su escrito de contestación de la demanda, el titular de la Tesorería Municipal aportó el original de la orden de avalúo folio número 349-10, emitida por el Tesorero Municipal con fecha 2 dos de diciembre del año próximo pasado, (Visible a foja 38 treinta y ocho de la presente causa administrativa y a la que se le otorga pleno valor probatorio por ser un documento público expedido por el mencionado servidor público en ejercicio de sus funciones); sosteniendo así, con ello, la legalidad de los actos que se impugnan, al sí haberse emitido una orden de valuación; cierto es también el hecho de que, en el procedimiento para la práctica del avalúo, no se siguió lo indicado en la orden de valuación referida, pues como se advierte de su lectura, a quien se ordenó y facultó para la práctica del avalúo fue a los ciudadanos Alejandro Peña y Emmanuel Zúñiga, personal adscrito a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, por lo que debían ser dichos peritos los únicos facultados para practicar el avalúo al inmueble propiedad de la poderdante del actor, atento a lo que dispone el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que a la letra refiere: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 176. La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo que en el caso que nos ocupa no se hizo así; pues tal y como consta en el avalúo por regularización aportado por la parte actora como prueba de su intención (foja 14 catorce del expediente); quien materialmente lo practicó lo fue Carlos Alberto López Estrada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, en el cuerpo del avalúo 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, de fecha 8 ocho de diciembre de 2010 dos mil diez, consta el nombre, número y firma del ciudadano Carlos Alberto López Estrada, por lo que no existe duda alguna que fue él quien lo practicó y presentó para su revisión y autorización, ello de acuerdo a lo que establece el artículo 11 fracción VII del  Reglamento de Peritos Valuadores Inmobiliarios para el Municipio de León, Guanajuato, que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 11. - Los avalúos fiscales deberán ser presentados por el perito, que los practicó, en la Dirección de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, para su revisión, autorización y captura en su caso, de acuerdo a los lineamientos vigentes a la fecha, ya sea por medios impresos o digitales, los cuales deberán contener, como mínimo:.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
VII. El nombre, número y firma del perito; y,…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al haber sido el perito Carlos Alberto López Estrada, quien practicó el avalúo, resulta cierto que, como lo hace valer el actor, no conste la designación de tal perito para la práctica del avalúo ordenado por el Tesorero Municipal, pues como ya se dijo, en la orden de valuación se designó a los ciudadanos Alejandro Peña y Emmanuel Zúñiga y, si bien es cierto, que en el avalúo se dice que fue realizado por Luis Ángel Méndez y Emmanuel Zúñiga, cierto es también que no consta en el mismo ni el número ni la firma de ninguno de ellos, por lo que no se cumple con lo establecido en la fracción VII del artículo 11 antes transcrito, luego entonces, al no haber sido designado el ciudadano Carlos Alberto López Estrada como perito para practicar el avalúo en el inmueble propiedad de la poderdante del actor ni al haberse acreditado, con medio de prueba alguno, lo contrario, se viola en perjuicio el contenido en el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; lo que trae como consecuencia que el avalúo identificado con el número 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, sea ilegal al existir un vicio que afecta la defensa del particular y una omisión a un requisito formal exigido por la ley, como lo es el que el avalúo sea practicado por los peritos que se designen para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Aunado lo anterior, se debe agregar que tampoco se encuentra debidamente probado que la orden de valuación se le haya presentado o dado a conocer legalmente a la representada del actor; pues en el original de la orden de valuación, no consta indicio alguno que lo haga así presumir, pues incluso, en el cuerpo de la misma, donde dice “recibí”, sólo se contiene una fecha y hora, pero se encuentra en blanco en cuanto al nombre de la persona; el carácter; así como también el espacio de “procedió citatorio”; por lo que se concluye que a la poderdante del actor, no le fue mostrada dicha orden; lo que sin duda constituye también una violación a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, mismo que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a sus ocupantes la orden respectiva.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De donde de la correcta interpretación del dispositivo legal antes citado, se desprende la obligación irrestricta de que sea el perito designado por el Tesorero Municipal en la orden de avalúo, quien deba presentarse en día y hora hábil en el inmueble a valuar; y no como en el caso que nos ocupa, donde uno de los peritos que elaboró el avalúo, no figura entre los facultados por el Tesorero para realizar tal actividad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación marcado como primero, por existir una omisión de un requisito formal exigido en la ley y un vicio en el procedimiento que para la práctica de todo avalúo se establece en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que sin duda, afecta la defensa del particular, como lo es el hecho de que quien realizó el avalúo no estaba facultado, y que no se acredita que se le haya mostrado o dado a conocer, a la representada del actor la orden de valuación de fecha 2 dos de diciembre de 2010 dos mil diez; por lo que con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declaran nulos los actos impugnados consistentes en el avalúo fiscal, con número 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, practicado el 8 ocho de diciembre del año 2010 dos mil diez, al inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos Oriente número 2714, dos mil setecientos catorce, de la zona denominada Mega-Price, de esta ciudad; y, la notificación del resultado de dicho avalúo y determinación del impuesto predial, folio 0730312 cero-siete-tres-cero-tres-uno-dos, datada el día 11 once de diciembre del 2010 dos mil diez; por lo que en consecuencia procede decretar la nulidad total de los mismos, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; así como del requerimiento de pago del impuesto predial número PR-2011-00201896 (PR guión dos-cero-uno-uno guión cero-cero-dos-cero-uno-ocho-nueve-seis), por ser consecuencia del avalúo y notificación declarados nulos; aplicándose el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NOVENO.- De lo pretendido por el enjuiciante, se encuentra también lo concerniente al reconocimiento del derecho de que su poderdante pague el impuesto predial por el año 2011 dos mil once, en base al valor fiscal registrado a la fecha, hasta en tanto no se realice nuevo avalúo fiscal, es decir pagar el impuesto predial correspondiente al año en curso, al valor del inmueble que sirvió de base para el pago de dicho impuesto para el año 2010 dos mil diez. . . . . 

Al respecto, para este Juzgador es procedente reconocer el derecho de la representada del actor, a que la base para el pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal del año 2011 dos mil once, inclusive primer, segundo y tercer bimestre de 2012 dos mil doce, lo sea el valor fiscal anterior al valor consignado en el avalúo identificado con el número 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, mismo que es declarado nulo en la presente causa administrativa, ello en congruencia a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, siguiéndose para efectos del pago de dicho impuesto, los lineamientos que se contemplan en dicho ordenamiento legal. . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 255 fracciones I y II; 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

Expediente número 170/2011-JN
SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo en cuanto a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios; en base a lo expresado en el Considerando Sexto de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de los actos impugnados a la Tesorería Municipal y la Dirección General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad total del avalúo fiscal, con número 349-2010 trescientos cuarenta y nueve guión dos mil diez, practicado el 8 ocho de diciembre del año 2010 dos mil diez, al inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos Oriente número 2714, dos mil setecientos catorce, de la zona denominada Mega-Price, de esta ciudad; la nulidad total de la notificación del resultado de dicho avalúo y determinación del impuesto predial, folio 0730312 (cero-siete-tres-cero-tres-uno-dos), datada el día 11 once de diciembre del 2010 dos mil diez; y, la nulidad total del requerimiento de pago del impuesto predial número PR-2011-00201896 (PR guión dos-cero-uno-uno guión cero-cero-dos-cero-uno-ocho-nueve-seis), de fecha 18 dieciocho de marzo de 2011 dos mil once, atento a los razonamientos lógico-jurídicos contenidos en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Se reconoce el derecho de la poderdante del actor, “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple- a que la base para el pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal del 2011 dos mil once, inclusive primer, segundo y tercer bimestre de 2012 dos mil doce, lo sea el valor fiscal del inmueble anterior al valor asignado por el avalúo decretado nulo. Ello en los términos precisados en el Considerando Noveno de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

